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PROYECTO DE RESOLUCIÓN LEGISLATIVA DEL PARLAMENTO EUROPEO

sobre la propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo al reconocimiento mutuo de medidas de protección en materia civil

(COM(2011)0276 – C7‑0128/2011 – 2011/0130(COD))
(Procedimiento legislativo ordinario: primera lectura)

El Parlamento Europeo,
–
Vista la propuesta de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo (COM(2011)0276),

–
Vistos el artículo 294, apartado 2, y el artículo 81, apartado 2, letras a), e) y f), del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, conforme a los cuales la Comisión le ha presentado su propuesta (C7-0128/2011),

–
Visto el apartado 3 del artículo 294 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea,

–
Visto el dictamen del Comité de las Regiones, de 16 de febrero de 2012
,

–
Vistos el artículo 55 de su Reglamento,

–
Vistas las deliberaciones conjuntas de la Comisión de Asuntos Jurídicos y de la Comisión de Derechos de la Mujer e Igualdad de Género, celebradas de conformidad con el artículo 51 del Reglamento,

–
Vistos el informe de la Comisión de Asuntos Jurídicos y de la Comisión de Derechos de la Mujer e Igualdad de Género y la opinión de la Comisión de Libertades Civiles, Justicia y Asuntos de Interior (A7-0126/2013),

1.
Aprueba la Posición en primera lectura que figura a continuación;

2.
Pide a la Comisión que le consulte de nuevo si se propone modificar sustancialmente su propuesta o sustituirla por otro texto;

3.
Encarga a su Presidente que transmita la Posición del Parlamento al Consejo y a la Comisión, así como a los Parlamentos nacionales.

Enmienda

1

ENMIENDAS DEL PARLAMENTO EUROPEO*
a la propuesta de la Comisión
---------------------------------------------------------

REGLAMENTO (UE) n.º …/2012 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO

de …

 relativo al reconocimiento mutuo de medidas de protección en materia civil 
EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA,
Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y, en particular, su artículo 81, apartado 2, letras a), e) y f),
Vista la propuesta de la Comisión Europea,
Previa transmisión del proyecto de acto legislativo a los Parlamentos nacionales, 

 ▌
De conformidad con el procedimiento legislativo ordinario 
, 

Considerando lo siguiente:
(1)
La Unión Europea se ha fijado el objetivo de mantener y desarrollar un espacio de libertad, de seguridad y de justicia en el que se encuentre garantizada la libre circulación de las personas y se facilite el acceso a la justicia, en particular gracias al principio de mutuo reconocimiento de las resoluciones judiciales y extrajudiciales en materia civil. Para el progresivo establecimiento de dicho espacio, la Unión debe adoptar ▌ medidas en el ámbito de la cooperación judicial en asuntos en materia civil con repercusiones transfronterizas, en particular cuando resulte necesario para el buen funcionamiento del mercado interior.

(2)
▌El artículo 81, apartado 1, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) dispone que la cooperación judicial en materia civil en la Unión se basará en el principio de reconocimiento mutuo de las resoluciones judiciales y extrajudiciales.
(3)
En un espacio común de justicia sin fronteras interiores, resulta esencial ordenar disposiciones que garanticen un rápido y sencillo reconocimiento y, en su caso, ejecución en otro Estado miembro de medidas de protección dictadas en un Estado miembro con el fin de garantizar que la protección ofrecida a una persona física en un Estado miembro se mantenga y continúe en cualquier otro Estado miembro al que la persona viaje o se desplace. 
Debe garantizarse que el ejercicio legítimo por parte de los ciudadanos de la Unión de su derecho a circular y a residir libremente en el territorio de los Estados miembros en virtud del artículo 3, apartado 2, del Tratado de la Unión Europea (TUE) y del artículo 21 del TFUE, no vaya en menoscabo de su protección. 

(3 bis)
La confianza mutua en la administración de justicia en la Unión y el objetivo de garantizar una circulación más rápida y menos costosa de las medidas de protección en la Unión Europea justifican el principio de que tales medidas dictadas en un Estado miembro se reconocen en todos los Estados miembros sin necesidad de ningún procedimiento especial. Como consecuencia de ello, cualquier medida de protección dictada en un Estado miembro debe ser tratada como si se hubiera adoptado en el Estado miembro requerido.
(4)
Para alcanzar el objetivo de la libre circulación de las medidas de protección, es necesario y oportuno que las reglas relativas ▌al reconocimiento y, en su caso, a la ejecución de las medidas de protección se determinen por un instrumento jurídico de la Unión vinculante y directamente aplicable.
(4 bis)
El presente Reglamento debe aplicarse a las medidas de protección dictadas con vistas a proteger a una persona cuando existan motivos fundados para considerar que su vida, su integridad física o psíquica, su libertad personal, su seguridad o su integridad sexual están en peligro, por ejemplo mediante la prevención de toda forma de violencia de género o de violencia en el marco de relaciones personales, como la violencia física, el acoso, la agresión sexual, el acecho, la intimidación u otras formas de coerción indirecta. Es importante subrayar que el presente Reglamento se aplica a todas las víctimas, con independencia de que se trate o no de víctimas de la violencia de género.
(4 ter)
La Directiva 2012/29/UE por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos 
 garantiza que las víctimas reciban información y apoyo adecuados.
(4 quater) Las disposiciones del presente Reglamento deben constituir un complemento de la Directiva 2012/29/UE. El hecho de que una persona sea objeto de una medida de protección dictada en materia civil no necesariamente excluye que esa persona sea definida como "víctima" con arreglo a dicha Directiva. 
(5)
El ámbito de aplicación del presente Reglamento se encuentra dentro del ámbito de la cooperación judicial en materia civil a efectos del artículo 81 del TFUE. El presente Reglamento debe aplicarse a las medidas de protección dictadas en materia civil, y no cubre por tanto las medidas de protección adoptadas en materia penal, que deben ser cubiertas por la Directiva 2011/99/UE sobre la orden europea de protección. 
(5 bis)
El concepto de materia civil debe interpretarse de manera autónoma, conforme a los principios de la legislación de la Unión. La naturaleza civil, administrativa o penal de la autoridad que dicte la medida de protección no será determinante para evaluar el carácter civil de una medida de protección.
(6)
El presente Reglamento no deberá interferir con el funcionamiento del Reglamento (CE) n.° 2201/2003 ▌relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental, por el que se deroga el Reglamento (CE) n.° 1347/2000 (Reglamento Bruselas II bis). Las decisiones adoptadas en el marco del Reglamento "Bruselas II bis" deberán seguir siendo reconocidas y ejecutadas en el marco de dicho Reglamento. 
(6 bis)
El presente Reglamento tiene en cuenta las distintas tradiciones jurídicas de los Estados miembros, y no afecta a los sistemas nacionales aplicables para dictar medidas de protección. El presente Reglamento no obliga a los Estados miembros a modificar su legislación nacional para permitirles dictar medidas de protección en materia civil, ni crea obligaciones en los Estados miembros de introducir medidas de protección civil para la aplicación del presente Reglamento.
(6 ter)
Con el fin de atender a los diversos tipos de autoridades que dictan medidas de protección en materia civil en los Estados miembros, y que difieren de las de otros ámbitos de cooperación judicial, el presente Reglamento se aplicará tanto a las resoluciones de órganos jurisdiccionales como de autoridades administrativas, a condición de que estas ofrezcan garantías por lo que respecta, en particular, a su imparcialidad y al derecho de las partes al control jurisdiccional. En ningún caso las autoridades policiales serán consideradas autoridades de emisión en el sentido del presente Reglamento.
(6 quater) A tenor del principio de reconocimiento mutuo, las medidas de protección en materia civil dictadas en un Estado miembro deben ser reconocidas en otro Estado miembro como medidas civiles de acuerdo con el presente Reglamento. 
(6 quinquies)
De conformidad con el principio de reconocimiento mutuo, el reconocimiento deberá indicar la duración de la medida de protección. 
No obstante, en vista de las diversidad de las medidas de protección disponibles con arreglo a los ordenamientos jurídicos de los Estados miembros con respecto a la duración de la medidas de protección, y teniendo en cuenta el hecho de que el presente Reglamento debería aplicarse en general a situaciones urgentes, los efectos del reconocimiento en virtud del presente Reglamento deberían limitarse excepcionalmente a un periodo máximo de doce meses a partir de la emisión del certificado, independientemente de que las medidas de protección propiamente dichas (ya sean provisionales, limitadas en el tiempo o de naturaleza indefinida) sean de mayor duración. 

(6 sexies) En los casos en que el periodo de validez de la medida de protección supere los doce meses previstos en el presente Reglamento, a efectos del reconocimiento, esta limitación temporal se entenderá sin perjuicio del derecho de la persona protegida a invocar la medida en el marco de cualquier otro instrumento vigente de la UE que prevea el reconocimiento, o bien a solicitar una medida de protección nacional en el Estado miembro requerido.
(6 septies) Esta limitación de los efectos del reconocimiento es excepcional debido a la especial naturaleza del objeto del presente Reglamento y no sienta precedente para otros instrumentos en asuntos civiles y comerciales. 
▌
(6 octies) El presente Reglamento trata exclusivamente del reconocimiento de la obligación impuesta mediante una medida de protección. No regula los procedimientos de aplicación o ejecución de la medida ni trata de las posibles sanciones que cabría imponer en caso de que en el Estado miembro requerido se infringiera la obligación dictada por la medida de protección. La ejecución efectiva y las posibles sanciones se regirán por la legislación de dicho Estado miembro. No obstante, de conformidad con los principios generales de la legislación de la Unión y en particular con el principio de reconocimiento mutuo, el Estado miembro deberá garantizar que las medidas de protección reconocidas a tenor del presente Reglamento puedan surtir efecto en el Estado miembro requerido.
(6 nonies) Las medidas de protección contempladas en el presente Reglamento deben garantizar la protección de una persona en su lugar de residencia o de trabajo o en cualquier otro lugar que frecuente de manera habitual, como la residencia de amigos próximos o la escuela o centro de enseñanza al que acuden sus hijos. 
Con independencia de que tal lugar o la extensión del lugar o zona que abarque la medida de protección estén descritos en la medida de protección con una o más direcciones concretas o un perímetro determinado en el que no podrá entrar la persona causante del riesgo (o una combinación de ambos criterios), el reconocimiento de la obligación o reglamentación otorgada por la medida de protección guardará relación con la finalidad que dicho lugar tenga para la persona protegida, y no con la dirección específica.
(6 decies) Atendiendo a lo anterior, y siempre que se preserven la naturaleza y los elementos esenciales de la medida de protección, deberá permitirse que la autoridad competente del Estado miembro requerido adapte los elementos fácticos de la medida de protección, cuando dicha adaptación sea necesaria para que el reconocimiento de la medida de protección sea efectivo en términos prácticos en el Estado miembro requerido. Los elementos fácticos comprenden la dirección o el emplazamiento general o la distancia mínima que tiene que guardar la persona causante del riesgo de la persona protegida, de la dirección o del emplazamiento general. Sin embargo, tal adaptación no podrá afectar a la índole ni al carácter civil de la medida de protección. 
(6 undecies)
Con el fin de facilitar, en caso necesario, la adaptación de una medida de protección, deberá indicarse en el certificado si la dirección especificada en la medida de protección es el lugar de residencia, el lugar de trabajo o un lugar que la persona protegida frecuenta de manera habitual. Además, en su caso, deberá indicarse también en el certificado el perímetro (el radio aproximado a partir de la dirección exacta) al que será aplicable la prohibición impuesta a la persona causante del riesgo en virtud de la medida de protección. 
▌
(12)
Para facilitar la libre circulación de las medidas de protección en la Unión Europea, el presente Reglamento debe introducir un modelo uniforme de certificado y facilitar a este efecto un formulario normalizado multilingüe.
La autoridad de emisión expedirá el certificado a petición de la persona protegida y, a petición de ella misma, la asistirá en la obtención de información sobre las autoridades ante las cuales deba invocarse la medida o instar a su ejecución en el Estado miembro requerido.
(12 bis) El formulario normalizado multilingüe para el certificado deberá contener los mínimos campos de texto libre posibles, a fin de que en la mayoría de los casos la traducción o transcripción pueda proporcionarse sin que la persona protegida tenga que asumir gastos, utilizando el formulario en la lengua que corresponda o que se requiera. Los eventuales gastos para la traducción necesaria que vayan más allá del formulario normalizado multilingüe deberán asignarse según lo establecido en el Derecho del Estado miembro de origen.
12 ter)
Cuando un certificado contenga texto libre, la autoridad competente del Estado miembro requerido determinará si se requiere alguna traducción o transcripción. Ello no excluye que la persona protegida o la autoridad de emisión del Estado miembro de origen facilite una traducción o transcripción por propia iniciativa. 
(12 quater) Para garantizar el respeto del derecho de defensa de la persona causante del riesgo, el certificado solo podrá expedirse si dicha persona ha tenido la oportunidad de organizar su defensa contra la medida de protección, cuando dicha medida se haya dictado en rebeldía o en el marco de un procedimiento que no prevea la notificación previa de la persona causante del riesgo (procedimiento "ex parte"). 
No obstante, con vistas a evitar la elusión y teniendo en cuenta el carácter urgente de los casos que requieren medidas de protección, no será necesario que el periodo para la organización de dicha defensa haya expirado para poder emitir un certificado. El certificado deberá emitirse tan pronto como la medida de protección sea aplicable en el Estado miembro de origen.
(12 quinquies)
Teniendo en cuenta los objetivos de simplicidad y celeridad, el presente Reglamento dispone que se utilicen métodos simples y rápidos para notificar las medidas de procedimiento a la persona causante del riesgo. Estos métodos específicos de notificación únicamente deben usarse a efectos del presente Reglamento dado el carácter especial de su materia, pero no deben servir de precedente para otros instrumentos en materia civil y comercial ni deben afectar a las obligaciones de un Estado miembro relativas a la notificación o traslado en el extranjero de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil que se deriven de convenios bilaterales o multilaterales celebrados entre el Estado miembro y un tercer Estado.
(12 sexies) Cuando se notifique el certificado a la persona causante del riesgo, así como cuando se ajusten elementos fácticos de una medida de protección en el Estado miembro requerido, deberá tenerse debidamente en cuenta el interés de la persona protegida de que no se divulgue su paradero ni otros datos de contacto. Esos datos no se revelarán a la persona causante del riesgo salvo que sea necesario a efectos del cumplimiento o el aseguramiento del cumplimiento de la medida.
(13)
El certificado no debe ser susceptible de recurso. ▌
(13 bis) El certificado se deberá rectificar cuando, debido a un error o inexactitud evidente, como la presencia de errores tipográficos, errores de transcripción o de copia, el certificado no refleje correctamente la medida de protección, o revocarse cuando el certificado sea manifiestamente indebido, por ejemplo, cuando haya sido utilizado para una medida que no corresponde al ámbito de aplicación del presente Reglamento, o cuando se haya expedido infringiendo los criterios establecidos en el artículo 5 bis. 
(13 ter) Si una medida de protección se suspende o revoca o el certificado se revoca en el Estado miembro de origen, la autoridad competente del Estado miembro requerido debería, a petición de una de las dos partes, suspender o revocar los efectos del reconocimiento y, cuando sea de aplicación, la ejecución de la medida de protección.
(13 quater) Por el buen funcionamiento de la justicia, se ha de evitar que en dos Estados miembros se puedan dictar resoluciones inconciliables. Con este fin, el presente Reglamento debe prever un motivo de denegación del reconocimiento y/o de la ejecución de la medida de protección, previa petición de la persona causante del riesgo en caso de incompatibilidad con una resolución dictada o reconocida en el Estado miembro requerido.
(13 quinquies)
En circunstancias excepcionales, podrá justificarse que se autorice a los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros, por consideraciones de interés público, a denegar el reconocimiento o la ejecución de una medida de protección cuando su aplicación sea manifiestamente incompatible con el orden público del foro de que se trate. No obstante, no deberá autorizarse a los órganos jurisdiccionales a aplicar la excepción de orden público para denegar el reconocimiento o la ejecución de una medida de protección cuando esta negativa sea contraria a los derechos consagrados en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, y en especial de su artículo 21.
(13 sexies) Toda persona protegida deberá disponer de acceso efectivo a la justicia en otro Estado miembro. Para garantizar ese acceso efectivo en los procedimientos a que se refiere el presente Reglamento, deberá otorgarse la justicia gratuita de acuerdo con la Directiva 2003/8/CE del Consejo, de 27 de enero de 2003, destinada a mejorar el acceso a la justicia en los litigios transfronterizos mediante el establecimiento de reglas mínimas comunes relativas a la justicia gratuita para dichos litigios 
.
(14)
A fin de asegurar condiciones uniformes para la ejecución del presente Reglamento, deberán atribuirse a la Comisión competencias de ejecución por lo que respecta al establecimiento y modificaciones subsiguientes de los formularios previstos en el presente Reglamento. Esas competencias deberán ejercerse de conformidad con el Reglamento (UE) n.º 182/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 2011, por el que se establecen las normas y los principios generales relativos a las modalidades de control por parte de los Estados miembros del ejercicio de las competencias de ejecución por la Comisión
.
(14 bis) Se debe utilizar el procedimiento de examen para la adopción de actos de ejecución por los que se establezcan y se modifiquen posteriormente los formularios previstos en el presente Reglamento de acuerdo con el procedimiento contemplado en el artículo 5 del Reglamento (UE) n.° 182/2011.
(14 ter) A fin de facilitar la aplicación del presente Reglamento, conviene imponer a los Estados miembros la obligación de comunicar ciertos datos relativos a su legislación y sus procedimientos relativos a medidas de protección en materia civil en el marco de la Red Judicial Europea en materia civil y mercantil, establecida por la Decisión 2001/470/CE del Consejo
. El acceso a los datos facilitados por los Estados miembros deberá efectuarse a través del Portal Europeo de Justicia.
(15)
El presente Reglamento respeta los derechos fundamentales y observa los principios reconocidos en ▌ la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. En concreto, se propone garantizar los derechos de la defensa y el derecho a un juicio justo, conforme a su artículo 47. El presente Reglamento deberá aplicarse de conformidad con dichos derechos y principios.
(16)
Dado que el objetivo del presente Reglamento no puede ser alcanzado de manera suficiente por los Estados miembros y, por consiguiente, puede lograrse mejor a escala de la Unión, esta puede adoptar medidas, de acuerdo con el principio de subsidiariedad consagrado en el artículo 5 del Tratado de la Unión Europea (TUE). De conformidad con el principio de proporcionalidad enunciado en dicho artículo, el presente Reglamento no excede de lo necesario para alcanzar dicho objetivo.
(17)
De conformidad con el artículo ▌3 ▌del Protocolo n.º 21 sobre la posición del Reino Unido y de Irlanda respecto del espacio de libertad, seguridad y justicia, anejo al Tratado de la Unión Europea y al Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, el Reino Unido e Irlanda han notificado su deseo de participar en la adopción y aplicación del presente Reglamento.

(18)
De conformidad con los artículos 1 y 2 del Protocolo n.° 22 sobre la posición de Dinamarca anejo al Tratado de la Unión Europea y al Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, Dinamarca no participa en la adopción del presente Reglamento y ▌ no está vinculada por él ni sujeta a su aplicación,

HAN ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO.
CAPÍTULO I
Objeto, ámbito de aplicación y definiciones
Artículo -1
Objeto
El objeto del presente Reglamento es establecer normas relativas a un mecanismo sencillo y rápido para el reconocimiento de las medidas de protección dictadas en un Estado miembro en materia civil. 
Artículo 1
Ámbito de aplicación
1.
El presente Reglamento se aplicará a las medidas de protección en materia civil dictadas por una autoridad conforme a la definición del artículo 2, punto 4.
2.
El presente Reglamento se aplicará a los asuntos transfronterizos. A efectos del presente Reglamento, se entenderá por "asunto transfronterizo" todo aquel en el que se solicite el reconocimiento de una medida de protección en un Estado miembro distinto del de origen.
3.
El presente Reglamento no se aplicará a las medidas de protección que entren dentro del ámbito de aplicación del Reglamento (CE) n.º 2201/2003. 
Artículo 2
Definiciones
A efectos del presente Reglamento, se aplicarán las siguientes definiciones:
1)
por "medida de protección" se entenderá cualquier decisión, cualquiera que sea su denominación, dictada por la autoridad de emisión del Estado miembro de origen, de conformidad con su Derecho nacional y que imponga una o varias de las siguientes obligaciones a una persona causante de un riesgo, con el fin de proteger a otra persona cuando ▌la integridad física ▌o psicosocial de esta última ▌puedan estar en peligro ▌:

▌
a)
la prohibición o reglamentación de la entrada en el lugar en el que la persona protegida reside o trabaja o ▌que frecuenta o en el que permanece de manera habitual; ▌ 

b)
la prohibición o regulación de cualquier tipo de contacto con la persona protegida, con inclusión de los contactos telefónicos, por correo electrónico o postal, por fax o por cualquier otro medio; ▌
c)
la prohibición o regulación del acercamiento a la persona protegida a una distancia menor de la prescrita; ▌
▌ 

2)
por "persona protegida" se entenderá la persona física que sea objeto de protección como consecuencia de una medida de protección;
3)
por "persona causante de un riesgo" se entenderá la persona física a la que se haya impuesto una o más de las obligaciones de las mencionadas en el apartado 1;
4)
por "autoridad de emisión" se entenderá cualquier autoridad judicial o cualquier otra autoridad designada por un Estado miembro como competente en las materias comprendidas en el ámbito de aplicación del presente Reglamento, siempre que esta otra autoridad ofrezca a las partes garantías de imparcialidad, y siempre que las resoluciones sobre medidas de protección adoptadas por esta autoridad, en virtud del Derecho del Estado miembro en que esté establecida, 
a)
puedan ser objeto de control por una autoridad judicial, y 

b)
tengan eficacia y efectos similares a los de la resolución de una autoridad judicial sobre la misma materia;
5)
por "Estado miembro de origen" se entenderá el Estado miembro en el que se dicta la medida de protección;
6)
por "Estado miembro requerido" se entenderá el Estado miembro en el que se solicita el reconocimiento y, cuando proceda, la ejecución de la medida de protección. 

▌
CAPÍTULO II
Reconocimiento y ejecución de las medidas de protección
Artículo 4
Reconocimiento y ejecución
1.
Una medida de protección dictada en un Estado miembro se reconocerá en los demás Estados miembros sin necesidad de procedimiento y será aplicable sin que se requiera una declaración de fuerza ejecutiva. 

1 bis.
La persona protegida que desee acogerse en un Estado miembro a una medida de protección dictada en otro Estado miembro deberá presentar a la autoridad competente del Estado miembro requerido 

a)
una copia de la medida de protección que cumpla las condiciones necesarias para establecer su autenticidad;
b)
el certificado expedido en el Estado miembro de origen de conformidad con el artículo 5; y 

c)
en caso necesario, una transcripción y/o traducción del certificado en la lengua oficial del Estado miembro requerido o en otra lengua oficial de la Unión Europea que dicho Estado miembro haya indicado como aceptable.
1 ter.
El certificado solo surtirá efecto dentro de los límites del carácter ejecutivo de la medida de protección.
1 quater. Con independencia de que la validez de la medida de protección pueda durar más, los efectos del reconocimiento a tenor del apartado 1 se limitarán a una duración de doce meses a partir de la fecha de emisión del certificado. 

1 quinquies. El Derecho del Estado miembro requerido regirá el procedimiento de ejecución de las medidas de protección.
Artículo 5
Certificado
▌

2.
La autoridad de emisión del Estado miembro de origen expedirá, a petición de la persona protegida, el certificado conforme al formulario normalizado multilingüe, establecido de acuerdo con el artículo 18 y en el que se incluirá la información contemplada en el artículo 5 quater. 

▌

2 bis.
No cabrá recurso alguno contra la expedición de un certificado.
4.
A petición de la persona protegida, la autoridad de emisión del Estado miembro de origen facilitará a la persona protegida una transcripción y/o traducción del certificado ▌utilizando el formulario normalizado multilingüe.

▌
Artículo 5bis
Requisitos para la emisión del certificado
1.
Solamente podrá emitirse el certificado si la medida de protección se ha puesto en conocimiento de la persona causante del riesgo de conformidad con el Derecho del Estado miembro de origen. 

2.
Cuando la medida de protección se haya dictado en rebeldía, solamente podrá emitirse el certificado si a la persona causante del riesgo se le hubiere notificado el documento que haya iniciado el procedimiento o un documento equivalente o, en su caso, se la hubiere informado de otra forma de conformidad con el Derecho nacional, con el tiempo suficiente y de manera tal que pudiera organizar su defensa.
3.
Cuando la medida de protección se haya dictado en el marco de un procedimiento que no prevea la notificación previa de la persona causante del riesgo (procedimiento "ex parte"), el certificado solamente podrá emitirse si dicha persona tuvo derecho a impugnar dicha medida de protección con arreglo al Derecho del Estado miembro de origen.
Artículo 5 ter
Notificación del certificado a la persona causante del riesgo
1.
La autoridad de emisión del Estado miembro de origen notificará a la persona causante del riesgo el certificado y el hecho de que la emisión del mismo da lugar al reconocimiento y, en su caso, a la aplicabilidad de la medida de protección en todos los Estados miembros con arreglo al artículo 4, apartado 1 quater.
2.
Si la persona causante del riesgo reside en el Estado miembro de origen, la notificación se efectuará conforme al Derecho del Estado miembro de origen. Cuando la persona causante del riesgo resida en un Estado miembro distinto al Estado miembro de origen o en un Estado tercero, esta notificación deberá efectuarse por envío postal certificado con acuse de recibo o equivalente. 

El Derecho del Estado miembro de origen regirá los casos en que se desconozca la dirección postal de la persona causante del riesgo o esta se niegue a aceptar la recepción de la notificación.
3.
En la notificación del certificado a la persona causante del riesgo deberá tenerse debidamente en cuenta el interés de la persona protegida en que su paradero y otros datos de contacto no se revelen a la persona causante del riesgo. Estos datos no deberán revelarse a la persona causante del riesgo, salvo si fueran necesarios para cumplir o aplicar la medida de protección. 
Artículo 5 quater
Contenido del certificado
El certificado contendrá la siguiente información:
a)
nombre y dirección/datos de contacto de la autoridad de emisión;
b)
número de referencia del expediente; 
c)
fecha de expedición del certificado;
d)
datos de la persona protegida: nombre, fecha y lugar de nacimiento, si se dispone de estos datos, y una dirección postal para utilizar a efectos de notificación, con la advertencia expresa de que esta dirección podrá ser revelada a la persona causante del riesgo;
e)
datos de la persona causante del riesgo: nombre, fecha y lugar de nacimiento, si se dispone de estos datos, una dirección postal para utilizar a efectos de notificación;
f)
toda la información necesaria para la ejecución de la medida de protección, incluyendo, cuando proceda, el tipo de medida y la obligación que esta impone a la persona causante del riesgo y especificando la función del lugar y el perímetro al que se prohíbe acercarse o entrar a dicha persona.
g)
duración de la medida de protección;
h)
duración de los efectos de reconocimiento de conformidad con el artículo 4, apartado 1 quater;
i)
una declaración de que se cumplen los requisitos establecidos en el artículo 5 bis;
j)
información sobre los derechos garantizados en los artículos 7 y 12 a la persona causante del riesgo;
k)
a efectos de consulta, indicación del título completo del presente Reglamento. 
Artículo 7
Rectificación o revocación del certificado
1.
Previa petición formulada por cualquiera de las partes a la autoridad que haya expedido el certificado, o por iniciativa propia de dicha autoridad, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5, apartado 2 bis, el certificado será: 

a)
rectificado en caso de que, debido a un error material, exista discrepancia entre la medida de protección y el certificado; o 

b)
revocado cuando la emisión del certificado sea manifiestamente indebida a tenor de los requisitos establecidos en el artículo 5 bis y del ámbito de aplicación del presente Reglamento.
2.
El Derecho del Estado miembro de origen regirá el procedimiento de rectificación o revocación del certificado, incluido cualquier recurso a la rectificación o revocación.
Artículo 7 bis
Asistencia a la persona protegida 
A petición de la persona protegida, la autoridad de emisión del Estado miembro de origen asistirá a la persona protegida en la obtención de la información, comunicada de conformidad con los artículos 21 y 22, sobre las autoridades ante las cuales deba invocarse la medida o instar a su ejecución en el Estado miembro requerido. 
Artículo 7 ter
Adaptación de la medida de protección
1.
La autoridad competente del Estado miembro requerido adaptará, cuando sea necesario y en la medida de lo necesario, los elementos fácticos de la medida de protección con el fin de dar cumplimiento a la medida de protección en el Estado miembro requerido. 

2.
El Derecho del Estado miembro requerido regirá el procedimiento para el ajuste de la medida de protección. 
3.
La decisión de adaptar la medida de protección se pondrá en conocimiento de la persona causante del riesgo.
4.
Si la persona causante del riesgo reside en el Estado miembro requerido, la notificación se efectuará conforme al Derecho del Estado miembro de origen. Cuando la persona causante del riesgo resida en un Estado miembro distinto al Estado miembro requerido o en un tercer Estado, esta notificación deberá efectuarse por envío postal certificado con acuse de recibo o equivalente. 
El Derecho del Estado miembro requerido regirá los casos en que se desconozca la dirección postal de la persona causante del riesgo o esta se niegue a aceptar la recepción de la notificación.
5.
Cualquiera de las partes podrá recurrir contra la adaptación de la medida. El Derecho del Estado miembro requerido regirá el procedimiento de recurso. No obstante, cualquier posible recurso carecerá de efecto suspensivo.
▌
Artículo 11
Prohibición de la revisión en cuanto al fondo 

Una medida de protección dictada en un Estado miembro en ningún caso podrá ser objeto de una revisión en cuanto al fondo en el Estado miembro requerido. 
Artículo 12
Denegación ▌del reconocimiento o de la ejecución 

1.
El reconocimiento y, en su caso, la ejecución de una medida de protección se denegará, a petición de la persona causante del riesgo, en la medida en que dicho reconocimiento:
a)
sea manifiestamente contrario al orden público del Estado miembro requerido; o
b)
sea inconciliable con una sentencia dictada o reconocida en el Estado miembro requerido.
1 bis.
La solicitud de denegación del reconocimiento o de la ejecución se presentará ante el órgano jurisdiccional del Estado miembro requerido que hubiere sido comunicado a la Comisión por dicho Estado miembro, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22, apartado 1, letra a), inciso iv).
▌

3.
El reconocimiento de una medida de protección no podrá denegarse alegando que el Derecho del Estado miembro requerido no permite una medida de este tipo fundada en los mismos hechos. 

Artículo 12 bis
Suspensión o revocación del reconocimiento o de la ejecución
1.
Si la medida de protección se suspende o retira en el Estado miembro de origen, o se suspende o limita su aplicabilidad, o si se revoca el certificado de conformidad con el artículo 7, apartado 1, letra b, la autoridad de emisión del Estado miembro de origen, a petición de cualquiera de las partes, expedirá un certificado que indique esta modificación o revocación utilizando el formulario normalizado multilingüe de conformidad con el artículo 18.
2.
Ante la presentación por cualquiera de las partes de un certificado a tenor del apartado 1, la autoridad competente del Estado miembro requerido suspenderá o revocará los efectos del reconocimiento y, si procede, la ejecución de la medida de protección.
▌
CAPÍTULO III
Otras disposiciones
Artículo 14
Legalización y formalidades análogas
No se exigirá legalización ni formalidad similar alguna para los documentos expedidos en un Estado miembro en el contexto del presente Reglamento. 

Artículo 15
Transcripción o traducción
1.
Cuando se exija una transcripción o traducción en virtud del presente Reglamento, se hará en la lengua oficial o en una de las lenguas oficiales del Estado miembro requerido o en cualquier otra lengua que dicho Estado miembro haya indicado que puede aceptar. 

2.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5, apartado 4, las traducciones ▌en virtud del presente Reglamento serán efectuadas por una persona cualificada para realizar traducciones en uno de los Estados miembros. 

▌
CAPÍTULO IV
Disposiciones generales y finales
Artículo 17
Disposiciones transitorias
El presente Reglamento se aplicará a las medidas de protección dictadas después de la fecha de su aplicación, independientemente de cuándo se hayan iniciado los procedimientos.
Artículo 18
Establecimiento y modificaciones subsiguientes del formulario 

La Comisión adoptará actos de ejecución en los que se establezcan y modifiquen posteriormente los formularios a que se refieren los artículos 5 y 12 bis. Esos actos de ejecución se adoptarán de conformidad con el procedimiento de examen a que se refiere el artículo 18 bis. 

Artículo 18 bis
Procedimiento de comité
1.
La Comisión estará asistida por un comité. Dicho comité se entenderá en el sentido del Reglamento (UE) n.º 182/2011.
2.
Cuando se haga referencia al presente apartado, será de aplicación el artículo 5 del Reglamento (UE) n.º 182/2011.
▌
Artículo 20
Revisión ▌
A más tardar [cinco años después de la fecha de aplicación fijada en el artículo 23], la Comisión dirigirá ▌al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social Europeo un informe sobre la aplicación del presente Reglamento. Si fuera necesario, el informe se acompañará de propuestas de adaptación.
Artículo 21
Información facilitada al público 

Los Estados miembros, con el fin de poner la información a disposición del público en el marco de la Red Judicial Europea en materia civil y mercantil establecida mediante la Decisión 2001/470/CE del Consejo
 ▌, suministrarán una descripción de las normas y los procedimientos nacionales relativos a las medidas de protección en materia civil, incluida información sobre el tipo de autoridades competentes para el reconocimiento y/o la ejecución. 

Los Estados miembros mantendrán actualizada esta información.
Artículo 22
Información presentada por los Estados miembros
1.
A más tardar [seis meses antes de la entrada en aplicación del presente Reglamento], ▌los Estados miembros comunicarán a la Comisión:

a)
el tipo de autoridades competentes en las materias que entran dentro del ámbito del presente Reglamento, especificando, en su caso, 

i)
las autoridades competentes para dictar medidas de protección y emitir el certificado de conformidad con el artículo 5;
ii)
las autoridades ante las cuales debe invocarse una medida de protección dictada en otro Estado miembro, o competentes para ejecutarla;
iii)
las autoridades competentes para modificar la medida de protección de conformidad con el artículo 7 ter, apartado 1;
iv)
los órganos jurisdiccionales ante los cuales deba presentarse la solicitud de denegación de reconocimiento y, en su caso, de ejecución, de conformidad con el artículo 12;
b)
la lengua o las lenguas aceptadas para la traducción ▌mencionada en el artículo 4, apartado 1 bis, letra c) y del artículo 15, apartado 1.

2.
La Comisión hará pública la información anterior a través de cualquier medio apropiado, en especial a través del sitio web de la Red Judicial Europea en materia civil y mercantil ▌.

Artículo 23
Entrada en vigor ▌ 

El presente Reglamento entrará en vigor el vigésimo día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea. 

Será aplicable a partir del [11 de enero de 2015].
El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en los Estados miembros de conformidad con los Tratados. 

Hecho en […], el [..]
▌
Por el Parlamento Europeo



Por el Consejo
El Presidente





El Presidente
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Los ponentes acogen positivamente la propuesta de Reglamento de la Comisión sobre el reconocimiento mutuo de las medidas de protección en materia civil, que forma parte de un paquete legislativo que refuerza los derechos de las víctimas en la UE y que también incluye una propuesta de Directiva relativa a los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos.
La propuesta de la Comisión responde a la necesidad de un amplio marco jurídico europeo que ofrezca a todas las víctimas de la delincuencia el reconocimiento y la mayor protección posible en el territorio de la Unión. Esta propuesta de Reglamento complementará la Directiva sobre la orden europea de protección que garantiza el reconocimiento mutuo de las medidas de protección en materia penal. La aplicación combinada de los dos instrumentos (penal y civil) permitirá a las personas que hayan obtenido una orden de protección a circular libremente y con seguridad dentro de la UE, conforme a lo dispuesto en el artículo 3 del Tratado de la Unión Europea, y, en última instancia, dará lugar al fortalecimiento y desarrollo del espacio de libertad, seguridad y justicia en la Unión. 

De acuerdo con los procedimientos derivados de la aplicación del Tratado de Lisboa, el artículo 51 del Reglamento del Parlamento Europeo permite la elaboración de informes por dos comisiones que actúan conjuntamente. El presente informe se beneficia de las aportaciones de los debates en la Comisión de Asuntos Jurídicos y en la Comisión de Derechos de la Mujer e Igualdad de Género, así como de la cooperación entre los dos ponentes. 

Simplificación del reconocimiento de las órdenes de protección
Los ponentes consideran imprescindible garantizar que una persona a quien se haya concedido la protección en un Estado miembro no pierda dicha protección cuando se traslada a otro Estado miembro. Por lo tanto, los ponentes consideran la creación de un mecanismo que elimine los trámites intermedios a través de la utilización de un certificado normalizado y multilingüe. Con ello se garantizaría no sólo el reconocimiento rápido y sencillo, sino también la aplicación de las medidas de protección. El mecanismo también hará que el procedimiento administrativo sea más sencillo para las víctimas y asegurará que estén protegidas cuando viajen o se trasladen a otro Estado miembro. También se anima a los Estados miembros a garantizar que la persona protegida no tenga que cubrir los costes financieros relacionados con el reconocimiento de la medida de protección en otro Estado miembro. 

Abordar la situación de las víctimas de la violencia de género 
Los ponentes apoyan el concepto global de la regulación relativa al reconocimiento mutuo de las medidas de protección, pero consideran que es imprescindible abordar más detalladamente la cuestión de las víctimas de la violencia de género. A este fin, se hace referencia a las disposiciones de la propuesta de Directiva sobre los derechos de las víctimas. Con el fin de mejorar la satisfacción de las necesidades de las víctimas de la violencia de género, los ponentes proponen que los funcionarios que puedan entrar en contacto con casos en que se considera que la integridad física, psicológica y sexual de una persona está en peligro – en particular los casos de violencia contra las mujeres – deben estar debidamente capacitados. Los ponentes reconocen el trabajo de la sociedad civil, las ONG en particular, las asociaciones de mujeres y otras organizaciones de voluntarios que prestan apoyo especializado, y se incita a los Estados miembros a que apoyen el trabajo de estas organizaciones, y a que colaboren con ellas, prestando ayuda a las víctimas de la violencia, y especialmente a las víctimas de sexo femenino. 

Información y traducción
Los ponentes destacan también la necesidad de que la persona protegida reciba información y asistencia de forma fácilmente comprensible y en un lenguaje accesible, adaptado a sus necesidades. Para los casos en que la persona protegida no comprenda o no hable el idioma de los procedimientos relacionados con el reconocimiento y la aplicabilidad de las medidas de protección, los ponentes piden a las autoridades competentes que proporcionen servicios de traducción o interpretación de una manera fácilmente comprensible, teniendo en cuenta las necesidades y la situación de la víctima.
Sensibilización 
Con el fin de informar mejor a las personas protegidas sobre sus derechos, los ponentes consideran que es importante que los Estados miembros incluyan información sobre la libre circulación de las medidas de protección y el certificado uniforme en sus campañas educativas y de sensibilización sobre la protección de las víctimas. Con el fin de incrementar el refuerzo de este aspecto, los ponentes también incitan a la Comisión a que incluya la información pertinente sobre las medidas de protección disponible en los Estados miembros en su portal de e-Justicia ampliamente accesible.
Huellas legislativas
Los ponentes agradecen las explicaciones facilitadas por la Comisión a través de la DG Justicia, así como el provechoso intercambio de puntos de vista con los ponentes alternativos. Los ponentes también desean expresar su agradecimiento por las opiniones expuestas por las organizaciones, asociaciones y ONG en relación con los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos.
Los ponentes han alcanzado ahora un acuerdo de compromiso a raíz de las negociaciones con el Consejo bajo las Presidencias chipriota e irlandesa, lo que se refleja en el presente informe.
<Date>{13/01/2012}13.1.2012</Date>
OPINIÓN <CommissionResp>de la Comisión de Libertades Civiles, Justicia y Asuntos de Interior</CommissionResp>
<CommissionInt>para la Comisión de Asuntos Jurídicos</CommissionInt>
<CommissionInt>para la Comisión de Derechos de la Mujer e Igualdad de Género</CommissionInt>
(Artículo 51 – Reuniones conjuntas de comisiones)
<Titre>sobre la propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo al reconocimiento mutuo de medidas de protección en materia civil</Titre>
<DocRef>(COM(2011)0276 – C7‑0128/2011 – 2011/0130(COD))</DocRef>
Ponente de opinión: <Depute>Carmen Romero López</Depute>
BREVE JUSTIFICACIÓN
La propuesta de Reglamento relativo al reconocimiento mutuo de medidas de protección en materia civil presentada por la Comisión, tiene como objetivo reconocer las medidas de protección a favor de las víctimas de violencia en aquellos países en los que la emisión de dichas medidas corresponde a la jurisdicción civil o administrativa. Esta propuesta de Reglamento surge a raíz de la presentación de la Directiva relativa a la orden de protección europea presentada por 12 Estados miembros a iniciativa de la Presidencia Española en enero del 2010. 

La iniciativa española, como originalmente diseñada cubría todo el espectro de medidas de protección existentes en los Estados Miembros, con independencia de la naturaleza del órgano de emisión. En efecto, todas las medidas de protección existentes en la Unión europea persiguen el mismo fin: prevenir el delito o la reincidencia. Así, la iniciativa española, al contemplar un mecanismo de reconocimiento y adaptación de la medida emitida en el Estado de origen establecía de modo original y práctico un único mecanismo eficaz para asegurar que las víctimas puedan desplazarse con la seguridad que se les ha ofrecido en su país de origen dentro de la Unión europea.
La ponente considera que dicha Directiva podría haber cubierto no sólo los países que emiten dichas medidas en el ámbito de la jurisdicción penal sino también aquellos que las emiten en el ámbito de la jurisdicción civil o administrativa. El mecanismo originalmente propuesto en dicha Directiva permitía que el reconocimiento mutuo de las medidas cautelares fuera un mecanismo simple y eficaz, sin que fuera necesario este Reglamento. La dificultad en la negociación con los Estados Miembros cuya jurisdicción en materia de protección de víctimas es civil o administrativas ha obligado a restringir el campo de aplicación de la Directiva. Este Reglamento responde por lo tanto a la presión de dichos estados miembros para que exista un mecanismo de reconocimiento válido para dichos países que en regulan la protección de víctimas por la vía civil o administrativa. 

Así, en las circunstancias actuales la ponente estima que este Reglamento, por el que un Estado Miembro reconoce y ejecuta automáticamente la medida de protección emitida por otro Estado Miembro con la simple presentación de un certificado,  agiliza la aplicación de la medida de protección aunque sólo sea aplicable en algunos Estados Miembros de la Unión Europea.
La aplicación combinada de los dos instrumentos, penal y civil, permite que las víctimas a las que se les haya reconocido una medida de protección puedan circular libre y seguramente dentro de la Unión Europea, como reconoce el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea en su artículo 3.
En este informe, la ponente ha querido armonizar los dos instrumentos para hacerlos complementarios y partes integrantes de un sistema completo de protección para los casos de violencia con agresor identificado en Europa. Para ello, se ha ajustado la terminología, se han incrementado las garantías de respeto de los derechos fundamentales tanto para la persona protegida como para la persona causante del peligro. Para reforzar las garantías, el reconocimiento automático del certificado, se ha completado imponiendo a las autoridades competentes la obligación de informarse de oficio de la emisión del certificado, estableciendo así un mecanismo de transmisión automática. Con ello, se espera aumentar la protección de las víctimas potenciales, reducirles las gestiones administrativas y asegurar que allá donde se desplacen se encuentren protegidas. 

Por ultimo, la ponente también quiere insistir con su informe en la importancia de recabar datos estadísticos sin los cuales no podemos conocer la dimensión que tiene este fenómeno de violencia en Europa.
ENMIENDAS
La Comisión de Libertades Civiles, Justicia y Asuntos de Interior pide a la Comisión de Asuntos Jurídicos y a la Comisión de Derechos de la Mujer e Igualdad de Género, competentes para el fondo, que incorporen en su informe las siguientes enmiendas:
<RepeatBlock-Amend><Amend>Enmienda

<NumAm>1</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 1</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	(1) La Unión Europea se ha fijado el objetivo de mantener y desarrollar un espacio de libertad, de seguridad y de justicia que facilite el acceso a la justicia, en particular gracias al principio de mutuo reconocimiento de las resoluciones judiciales y extrajudiciales en materia civil. A fin de establecer progresivamente tal espacio, la Unión debe adoptar, entre otras cosas, medidas en el ámbito de la cooperación judicial en materia civil, en particular cuando resulte necesario para el buen funcionamiento del mercado interior.
	(1) La Unión Europea se ha fijado el objetivo de mantener y desarrollar un espacio de libertad, de seguridad y de justicia que facilite el acceso a la justicia, en particular gracias al principio de mutuo reconocimiento de las resoluciones judiciales y extrajudiciales en materia civil. A fin de establecer progresivamente tal espacio, la Unión debe adoptar, entre otras cosas, medidas en el ámbito de la cooperación judicial en materia civil, en particular cuando resulte necesario para el buen funcionamiento del mercado interior y para que los ciudadanos de la Unión puedan ejercer plenamente su derecho a circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>2</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 2 bis (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	(2 bis) Con arreglo al Programa de Estocolmo adoptado por el Consejo Europeo en su sesión de los días 10 y 11 de diciembre de 2009, el reconocimiento mutuo podría ampliarse a todos los tipos de sentencias y decisiones de carácter judicial, que pueden ser, según el ordenamiento jurídico de que se trate, penales o administrativas. El Programa también solicita a la Comisión y a los Estados miembros que examinen de qué forma cabe mejorar la legislación y las medidas de apoyo para la protección de las víctimas. También hace hincapié en que cabe la posibilidad de ofrecer a las víctimas de delitos medidas especiales de protección que deben ser efectivas en toda la Unión.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>3</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 2 ter (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	(2 ter) En su Resolución, de 10 de junio de 2011, sobre una hoja de ruta para el refuerzo de los derechos y la protección de las víctimas, en particular en los procesos penales, el Consejo declaró que convenía adoptar medidas a escala de la Unión Europea a fin de reforzar los derechos y la protección de las víctimas, y pedía a la Comisión que presentara propuestas apropiadas en este sentido. En este marco conviene crear un mecanismo para garantizar el reconocimiento mutuo entre Estados miembros de decisiones relativas a medidas de protección en favor de las víctimas. Con arreglo a la Resolución, el presente Reglamento, que se refiere al reconocimiento mutuo de medidas de protección adoptadas en materia civil, debe completar el mecanismo de reconocimiento mutuo de medidas de protección adoptadas en materia penal contemplado en la Directiva 2011/99/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011, sobre la orden europea de protección1.

	
	____________

	
	1 DO L 338 de 21.12.2011, p. 2.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Conviene aclarar que el presente Reglamento forma parte de un paquete legislativo encaminado a reforzar la protección de todas las víctimas y que completa el mecanismo de reconocimiento mutuo de medidas de protección adoptadas en materia criminal contemplado en la Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre la orden europea de protección. 



</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>4</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 3</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	(3) La disparidad de normas nacionales sobre las medidas de protección hacen más difícil el buen funcionamiento del mercado interior. Resultan esenciales disposiciones que garanticen un rápido y sencillo reconocimiento y, en su caso, ejecución de medidas de protección de los Estados miembros obligados por el presente Reglamento para que la protección prestada se mantenga cuando la persona viaje o se desplace a otro Estado miembro. 
	(3) La disparidad de normas nacionales sobre las medidas de protección hacen más difícil la igualdad de trato de las personas que corren peligro de sufrir actos de violencia y acoso. Resultan esenciales disposiciones que garanticen un rápido y sencillo reconocimiento y, en su caso, ejecución de medidas de protección de los Estados miembros obligados por el presente Reglamento para que la protección prestada se mantenga cuando la persona viaje o se desplace a otro Estado miembro. Con dichas disposiciones debe garantizarse asimismo que el ejercicio legítimo por parte de los ciudadanos de la Unión de su derecho a circular y a residir libremente en el territorio de los Estados miembros en virtud del artículo 3, apartado 2, del Tratado de la Unión Europea y del artículo 21, apartado 1, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, no vaya en menoscabo de su protección.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>5</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 5</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	(5) El presente Reglamento se aplica a las medidas de protección adoptadas en procedimientos civiles, cualquiera que sea la naturaleza de la autoridad correspondiente, ya sea un juzgado, un tribunal, una autoridad administrativa o de otro tipo.
	(5) El presente Reglamento se aplica a las medidas de protección adoptadas en materia civil, cualquiera que sea la naturaleza de la autoridad correspondiente, ya sea un juzgado, un tribunal, una autoridad administrativa o de otro tipo.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Las medidas de protección no se adoptan necesariamente durante los procedimientos civiles en los Estados miembros. Conviene tener en cuenta las diferencias existentes entre los ordenamientos jurídicos de los Estados miembros.
</Amend><Amend>Enmienda

<NumAm>6</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 7 bis (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	(7 bis) La confianza mutua en la administración de justicia en la Unión y el objetivo de garantizar y facilitar la libre circulación de las personas dentro de la Unión justifican procedimientos para el reconocimiento y/o la ejecución de medidas de protección sin formalidades intermedias. Como consecuencia de ello, cualquier medida de protección adoptada en un Estado miembro debe ser tratada, a efectos de su reconocimiento y, en su caso, ejecución, como si se hubiera adoptado en el Estado miembro en que se solicita el reconocimiento y/o la ejecución. Con tal fin, el presente Reglamento debe introducir un modelo europeo uniforme de certificado que ha de expedir el Estado miembro de origen previa petición de la persona protegida. Conforme al principio de subsidiariedad, dicho certificado no debe reemplazar los procedimientos internos que se aplican en los Estados miembros.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>7</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 7 ter (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	(7 ter) La supresión de las formalidades intermedias debe ir acompañada por las debidas salvaguardas, sobre todo con miras a velar por el pleno respeto de los derechos de la defensa y del derecho a un juez imparcial, tal como se recogen en el artículo 6 del Convenio europeo para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales y en el artículo 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. Con este fin, las autoridades competentes del Estado miembro de origen deben asegurar que el certificado no se expida a menos que se haya garantizado el derecho a un juez imparcial de la persona causante del riesgo.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Con esta enmienda se subraya la importancia de garantizar el respeto de los derechos de la defensa de la persona causante del riesgo en el contexto de un reconocimiento mutuo automático de las medidas de protección.
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>8</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 7 quater (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	(7 quater) Sin perjuicio del derecho de la persona protegida a invocar la medida de protección directamente en otro Estado miembro, la autoridad que expida el certificado debe transmitir en cualquier caso el certificado a la autoridad competente del Estado miembro de reconocimiento. Con este procedimiento debe garantizarse que la salvaguardia ofrecida a la persona protegida se mantiene en cualquier otro Estado miembro al que se desplace la persona protegida incluso aunque dicha persona no haya conseguido localizar o contactar a la autoridad competente en el Estado miembro de reconocimiento.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
A fin de reforzar la protección de las víctimas potenciales, conviene establecer la obligación de que las autoridades competentes transmitan el certificado a la autoridad en el segundo Estado miembro además del derecho que tiene la víctima de contactar directamente a la autoridad en el segundo Estado miembro. Con esto se garantizará que la autoridad competente del segundo Estado miembro reciba en todos los casos el certificado a efectos de reconocimiento de la medida de protección.
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>9</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 8</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	(8) En aras del buen funcionamiento de la justicia, se ha de evitar que en dos Estados miembros puedan pronunciarse decisiones inconciliables. Con este fin, el presente Reglamento debe prever un motivo de denegación del reconocimiento y/o de la ejecución, previa petición de la persona causante del riesgo, en caso de decisiones inconciliables. 
	(8) En aras del buen funcionamiento de la justicia, se ha de evitar que en dos Estados miembros puedan pronunciarse decisiones inconciliables. Con este fin, el presente Reglamento debe prever un motivo de denegación del reconocimiento y/o de la ejecución en caso de decisiones inconciliables. 


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Esta enmienda refleja las enmiendas al artículo 12. 

</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>10</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 9</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	(9) La confianza mutua en la administración de justicia en la Unión y el objetivo de garantizar una circulación más rápida y menos costosa de las medidas de protección en la Unión Europea justifican procedimientos para el reconocimiento y/o la ejecución de tales medidas sin formalidades intermedias. Como consecuencia de ello, cualquier medida de protección adoptada en un Estado miembro debe ser tratada, a efectos de su reconocimiento y, en su caso, ejecución, como si se hubiera adoptado en el Estado miembro en que se solicita el reconocimiento y/o la ejecución. 
	suprimido


(Véase la enmienda al considerando 7 bis.)
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>11</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 9 bis (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	(9 bis) El certificado no debe ser susceptible de recurso. No obstante, cuando una medida de protección se suspenda o retire en el Estado miembro de origen, la autoridad competente de dicho Estado miembro debe informar al respecto a la autoridad competente del Estado miembro de reconocimiento, que debe suspender o retirar en consecuencia, con carácter inmediato, el reconocimiento y/o la ejecución de la medida de protección.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>12</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 9 ter (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	(9 ter) Habida cuenta de las distintas tradiciones jurídicas de los Estados miembros, la medida de protección adoptada en el Estado miembro de origen puede no ser conocida en el Estado miembro de reconocimiento. En tal caso, la autoridad competente del Estado miembro de reconocimiento debe adaptar la medida de protección, en lo que sea posible, a una conocida conforme a su Derecho nacional, que tenga efectos equivalentes y persiga objetivos e intereses similares. La autoridad competente del Estado de reconocimiento podrá aplicar, de conformidad con su Derecho nacional, medidas de carácter civil, administrativo o penal.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Con esta enmienda se pretende ofrecer las razones para la aplicación del artículo 8 y especificar su alcance y contenido. Recoge parcialmente la formulación del considerando 26 y el artículo 9 de la Directiva sobre la orden europea de protección.
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>13</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 12</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	(12) Para facilitar la libre circulación de las medidas de protección en la Unión Europea, el presente Reglamento debe introducir un modelo uniforme de certificado y designar a la autoridad competente para expedirlo. Conforme al principio de subsidiariedad, este certificado no debe reemplazar los procedimientos internos que se aplican en los Estados miembros.
	suprimido 


(Véase la enmienda al considerando 7 bis (nuevo)).
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>14</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 12 bis (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	(12 bis) El modelo europeo uniforme de certificado debe incluir la lista de Estados miembros que reconocen dicho certificado, a fin de facilitar la libre circulación de las personas que obtienen una medida de protección dentro de la Unión y evitar la imposición de una carga administrativa adicional a los Estados miembros de origen si se les solicitara que expidieran nuevos certificados en caso de desplazamiento de las personas protegidas a otro Estado miembro. El hecho de disponer de un modelo uniforme debe, entre otras cosas, facilitar asimismo el proceso de traducción.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>15</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 13</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	(13) El certificado no debe ser susceptible de recurso. Sin embargo, si la medida de protección se suspende o retira en el primer Estado miembro, la autoridad competente del segundo Estado miembro, previa petición de la persona causante del riesgo, suspenderá o retirará el reconocimiento y/o la ejecución de la medida de protección.
	suprimido


(Véase la enmienda al considerando 9 bis (nuevo)).
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>16</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 13 bis (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	(13 bis) Teniendo presente el principio de reconocimiento mutuo en que se basa el presente Reglamento, todas las comunicaciones oficiales en relación con una medida de protección deberán realizarse, en lo que sea posible, directamente entre las autoridades competentes del Estado miembro de origen y del Estado miembro de reconocimiento.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Con esta enmienda se pretende justificar la obligación de transmisión directa de información en relación con una medida de protección entre las autoridades competentes, que se establece mediante las enmiendas al artículo 12. 

</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>17</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 13 ter (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	(13 ter) En el contexto de la aplicación del presente Reglamento, las autoridades competentes deben atender adecuadamente a las necesidades de las víctimas, y en especial de las personas particularmente vulnerables, como los menores o las personas discapacitadas, y tener debidamente en cuenta la asistencia necesaria que proponen los Estados miembros.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>18</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 13 quater (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	(13quater) En caso de que se facilite información en virtud del presente Reglamento a la persona protegida, o a la persona causante del riesgo, también debe facilitarse esta información al representante legal, guardián o tutor de la persona afectada, caso de haberlos. También debe prestarse la debida atención a que la persona protegida o la persona causante del riesgo, o su representante, reciban la información prevista en el presente Reglamento en un idioma que comprendan.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Con el presente Reglamento se pretende reforzar los derechos tanto de la persona protegida como de la persona causante del riesgo previendo el caso de que se trate de menores o de personas legalmente incapaces y garantizando que comprendan toda la información que reciban. La enmienda recoge la formulación del considerando 13 de la Directiva sobre la orden europea de protección.
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>19</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 13 quinquies (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	(13 quinquies) En el contexto de la aplicación del presente Reglamento, los Estados miembros harán las gestiones oportunas para garantizar que la persona protegida no deba correr con los gastos derivados del reconocimiento de la medida de protección en otro Estado miembro.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>20</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 13 sexies (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	(13 sexies) Los Estados miembros deben fomentar al máximo el contacto directo entre las autoridades competentes en el contexto de la aplicación del presente Reglamento, y fomentar la formación periódica de las autoridades judiciales y otras autoridades competentes susceptibles de entrar en contacto con víctimas o víctimas potenciales, a fin de que puedan ofrecer a estas últimas una asistencia adecuada.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>21</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Considerando 13 septies (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	(13 septies) Los datos personales procesados en virtud del presente Reglamento deben protegerse de conformidad con el Derecho nacional por el que se aplique lo dispuesto en la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos1.

	
	__________________

	
	1 DO L 281 de 23.11.1995, p. 31.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>22</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Capítulo I – título</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	Ámbito de aplicación, definiciones y competencia
	Objeto, ámbito de aplicación, definiciones y competencia


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>23</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo - 1 (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	Artículo -1

	
	Objeto

	
	El presente Reglamento establece disposiciones por las que se autoriza a una autoridad de un Estado miembro en que se haya adoptado una medida de protección con miras a proteger a una persona cuando existen razones graves para considerar que su vida, su integridad e dignidad física o psicológica, su libertad personal o su integridad sexual están en peligro, a expedir un certificado que faculte a una autoridad competente de otro Estado miembro para mantener la protección de la persona afectada en el territorio de ese otro Estado miembro.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Resulta esencial definir el objeto del presente Reglamento. La enmienda se inspira en la formulación del artículo 1 de la Directiva sobre la orden europea de protección.
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>24</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 1</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	El presente Reglamento se refiere a las medidas de protección adoptadas en materia civil cualquiera que sea la naturaleza de la autoridad. No se refiere a las medidas de protección reguladas por el Reglamento (CE) nº 2201/2003.
	El presente Reglamento se refiere a las medidas de protección adoptadas en materia civil cualquiera que sea la naturaleza de la autoridad que adopte la medida de protección. No se refiere a las medidas de protección reguladas por el Reglamento (CE) nº 2201/2003, ni a las contempladas en la Directiva 2011/99/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011, sobre la orden europea de protección1, a fin de evitar los solapamientos entre los ordenamientos de Derecho civil y penal.

	
	____________

	
	1 DO L 338 de 21.12.2011, p. 2.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>25</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 2 – letra a</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	a) por «medida de protección» se entenderá cualquier decisión, cualquiera que sea su denominación, de naturaleza cautelar y temporal adoptada por una autoridad en un Estado miembro de conformidad con su Derecho nacional con el fin de proteger a una persona cuando existen razones graves de considerar que la integridad física y/o psicológica o la libertad de la misma está en peligro. Se incluirán medidas ordenadas sin que la persona causante del riesgo haya sido citada a comparecer.
	a) por «medida de protección» se entenderá cualquier decisión, cualquiera que sea su denominación, de naturaleza cautelar y temporal adoptada por una autoridad en un Estado miembro de conformidad con su Derecho nacional con el fin de proteger a una persona física cuando existen razones graves de considerar que la vida, la integridad física y/o psicológica, la dignidad, la libertad personal o la integridad sexual de la misma están en peligro. Se incluirán medidas ordenadas sin que la persona causante del riesgo haya sido citada a comparecer.

	
	(La adopción de la parte de la presente enmienda que se refiere a la expresión «la vida, ... o la integridad sexual» requerirá los correspondientes cambios en todo el texto.)

	En particular se considerarán medidas de protección las siguientes:
	Las medidas de protección podrán incluir una o varias de las siguientes obligaciones o prohibiciones:

	i) la prohibición de entrar en determinadas localidades, lugares o áreas definidas en las que la persona protegida reside, trabaja o que esa persona frecuenta; o
	i) la prohibición de entrar y/o permanecer en determinadas localidades, lugares o áreas definidas en las que la persona protegida reside, trabaja o que esa persona frecuenta; o

	ii) la prohibición de ponerse en contacto con la persona protegida, por el medio que sea, bien por teléfono, correo electrónico u ordinario o cualquier otro medio; o
	ii) la prohibición o reglamentación de la posibilidad de ponerse en contacto con la persona protegida, por el medio que sea, bien por teléfono, correo electrónico u ordinario, fax o cualquier otro medio; o

	iii) la prohibición de aproximarse a la persona protegida a una distancia menor de la prescrita; o
	iii) la prohibición o reglamentación del acercamiento a la persona protegida a una distancia menor de la prescrita; o

	iv) la decisión por la que se atribuye el uso exclusivo de la vivienda común de dos personas a la persona protegida.
	iv) la decisión por la que se atribuye el uso exclusivo de la vivienda común de dos personas a la persona protegida; o

	
	iv bis) cualquier otra prohibición o reglamentación impuesta para garantizar la protección de las personas protegidas.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>26</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 2 – letra a – párrafo 2 – inciso iv bis (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	iv bis) la prohibición de publicar, según lo estipulado en la Directiva 95/46/CE, los datos personales de personas protegidas sin su consentimiento.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>27</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 2 – letra a bis (nueva)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	a bis) por «persona protegida» se entenderá la persona física objeto de la protección derivada de una medida de protección adoptada en el Estado miembro de origen;


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Esta enmienda reproduce la formulación de la definición de «persona protegida» recogida en la Directiva sobre la orden europea de protección. 

</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>28</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 2 – letra a ter (nueva)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	a ter) por «persona causante del riesgo» se entenderá la persona física contra la que se adopte o haya adoptado una medida de protección por la que se imponga una o varias de las obligaciones o prohibiciones contempladas en la letra a);


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Esta enmienda reproduce parcialmente la formulación de la definición de «persona causante del peligro» recogida en la Directiva sobre la orden europea de protección.
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>29</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 5 – apartado 1</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	1. La parte que deseare invocar en otro Estado miembro una medida de protección reconocida en virtud del presente artículo deberá presentar a las autoridades competentes del Estado miembro de reconocimiento el certificado expedido de conformidad con el presente artículo.
	1. La parte que deseare invocar en otro Estado miembro una medida de protección deberá presentar a las autoridades competentes del Estado miembro de reconocimiento el certificado expedido de conformidad con el presente artículo.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>30</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 5 – apartado 3 – inciso ii</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	ii) a petición de la persona protegida, en cualquier otro supuesto; al adoptar una medida de protección, la autoridad competente del Estado miembro de origen informará a la persona protegida de la posibilidad de pedir un certificado con arreglo a lo previsto en el presente Reglamento.
	ii) a petición de la persona protegida, en cualquier otro supuesto.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Véase la enmienda al artículo 5, apartado 3 bis (nuevo).
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>31</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 5 – apartado 3 bis (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	3 bis. Cuando una autoridad competente adopte una medida de protección, informará a la persona protegida de la posibilidad de solicitar un certificado en caso de que ésta decida trasladarse a otro Estado miembro. La autoridad competente aconsejará a la persona protegida que presente la solicitud antes de salir del territorio del Estado de origen.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Véase la enmienda al artículo 5, apartado 3, inciso (ii). Con esta enmienda se pretende reforzar la protección de las víctimas potenciales, a quienes se informará y se aconsejará acerca de la posibilidad de pedir un certificado al trasladarse a otro Estado miembro. La segunda frase del apartado recoge la formulación de la segunda frase del apartado 5 del artículo 6 de la Directiva sobre la orden europea de protección.
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>32</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 5 – apartado 3 ter (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	3 ter. Cuando una autoridad competente expida un certificado de conformidad con el apartado 3, indicará a la persona protegida cuáles son las autoridades competentes para reconocer y/o ejecutar la medida de protección en el Estado miembro de reconocimiento.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Con esta enmienda se pretende reforzar la protección de las víctimas potenciales. Tiene en cuenta el hecho de que una víctima potencial que se traslada a otro Estado miembro tal vez desconozca a qué autoridades debe dirigirse para invocar la medida de protección. 

</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>33</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 5 – apartado 3 quater (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	3 quater. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, cuando una autoridad competente expida un certificado de conformidad con el apartado 3, transmitirá inmediatamente dicho certificado a la autoridad competente del Estado miembro de reconocimiento.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
A fin de evitar una situación en que una víctima potencial se enfrente a obstáculos de la naturaleza que sea (barreras lingüísticas, trabas administrativas, etc.) al invocar la medida de protección en el Estado miembro al que se traslade, esta enmienda impone a la autoridad que expide el certificado la obligación de transmitirlo directa y automáticamente a la autoridad competente del segundo Estado miembro. Con este procedimiento se garantizará el mantenimiento de la protección de la víctima potencial en el segundo Estado miembro en toda circunstancia.
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>34</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 5 – apartado 4</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	4. Las autoridades del Estado miembro de reconocimiento podrán, de ser necesario, pedir una transcripción o una traducción del contenido del certificado de conformidad con el artículo 15.
	4. En caso necesario, la autoridad competente del Estado miembro de origen transcribirá o traducirá el contenido del certificado a la lengua oficial o a una de las lenguas oficiales del Estado miembro de reconocimiento o a cualquier otra lengua que el Estado miembro de reconocimiento haya indicado que puede aceptar.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Con esta enmienda se pretende reforzar la protección de las víctimas potenciales. La persona protegida no debe correr con los gastos de traducción del certificado. Para ello resulta necesario modificar el texto a fin de estipular que es la autoridad que adoptó la medida de protección y que expidió el certificado quien debe facilitar la traducción del certificado.
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>35</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 7 – apartado 2</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	2. No cabrá recurso alguno contra la expedición de un certificado.
	2. No cabrá recurso alguno contra la expedición de un certificado. Los vicios de procedimiento se rectificarán de conformidad con el apartado 1 del presente artículo.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>36</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 8</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	Si una medida de protección no fuere conocida en el Estado miembro de reconocimiento, la autoridad competente en ese Estado miembro adaptará la medida, en lo que sea posible, a una conocida conforme a su propio Derecho, que tenga efectos equivalentes y persiga objetivos e intereses similares.
	Si una medida de protección no fuere conocida en el Estado miembro de reconocimiento, la autoridad competente en ese Estado miembro adaptará la medida, en lo que sea posible, a una conocida conforme a su propio Derecho, que tenga efectos equivalentes y persiga objetivos e intereses similares, y que garantice además el mismo nivel de protección a la persona protegida.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>37</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 12 – apartado 1</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	1. La autoridad competente en el Estado miembro de reconocimiento podrá, previa petición de la persona causante del riesgo, denegar el reconocimiento de la medida de protección adoptada por el órgano jurisdiccional de origen si fuere inconciliable con una decisión adoptada en el Estado miembro de reconocimiento.
	1. La autoridad competente en el Estado miembro de reconocimiento podrá, ya sea previa petición de la persona causante del riesgo o por iniciativa propia, denegar el reconocimiento de la medida de protección adoptada por el órgano jurisdiccional de origen si fuere inconciliable con una decisión adoptada en el Estado miembro de reconocimiento.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Con arreglo al considerando 8, la denegación del reconocimiento en caso de decisiones inconciliables responde a la necesidad de garantizar el buen funcionamiento de la justicia. Por consiguiente, el presente motivo de denegación también debe poder ser aplicado de oficio por la autoridad competente.
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>38</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 12 – apartado 1 bis (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	1 bis. No podrá denegarse el reconocimiento o la ejecución de la media de protección por el hecho de que el Derecho del Estado miembro de reconocimiento no permita una medida de este tipo fundada en los mismos hechos.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Véase la enmienda al artículo 12, apartado 4. Resulta más lógico añadir este apartado inmediatamente después del apartado sobre los motivos de la denegación.
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>39</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 12 – apartado 1 ter (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	1 ter. Cuando la autoridad competente del Estado miembro de reconocimiento deniegue el reconocimiento de la medida de protección de conformidad con el apartado 1, informará inmediatamente a la autoridad competente del Estado miembro de origen acerca de dicha denegación.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Resulta conveniente que se informe a la autoridad del Estado miembro de origen acerca de la posible denegación del reconocimiento de la medida de protección en el segundo Estado miembro.
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>40</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 12 – apartado 2</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	2. Si la medida de protección se suspende o retira en el Estado miembro de origen, la autoridad competente del Estado miembro de reconocimiento, previa petición de la persona causante del riesgo, suspenderá o retirará el reconocimiento y, en su caso, la ejecución de la medida de protección. Para presentar la solicitud deberá utilizarse el modelo de formulario que figura en el anexo II.
	2. Si la autoridad competente del Estado miembro de origen suspende o retira la medida de protección, informará inmediatamente a la autoridad competente del Estado miembro de reconocimiento acerca de dicha suspensión o retirada.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
No procede que la persona causante del riesgo solicite la suspensión o retirada a la autoridad competente del Estado miembro de reconocimiento. Esto no resulta práctico y la carga de la solicitud no debe recaer en dicha persona. Por estas razones, la enmienda establece, en consonancia con las enmiendas anteriores, la obligación de una transmisión directa de la información entre las autoridades competentes.
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>41</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 12 – apartado 2 bis (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	2 bis. Si la medida de protección se suspende o retira en el Estado miembro de origen, la autoridad competente del Estado miembro de reconocimiento suspenderá o retirará el reconocimiento y, en su caso, la ejecución de la medida de protección en cuanto haya sido debidamente informada por la autoridad competente del Estado miembro de origen de conformidad con el apartado 2.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>42</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 12 – apartado 4</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	4. No podrá denegarse el reconocimiento de la media de protección porque el Derecho del Estado miembro de reconocimiento no permita una medida de este tipo fundada en los mismos hechos.
	suprimido


(Véase la enmienda al artículo 12, apartado 1 bis.)
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>43</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 13 – apartado 1 – parte introductoria</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	1. La autoridad competente del Estado miembro de origen notificará de inmediato a la persona causante del riesgo y a la persona protegida de conformidad con el Derecho de dicho Estado miembro:
	1. La autoridad competente del Estado miembro de origen notificará de inmediato a la persona causante del riesgo y a la persona protegida y, en su caso, a su representante legal, guardián o tutor, de conformidad con el Derecho de dicho Estado miembro:


</Amend>
<Amend>Enmienda


<NumAm>44</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 13 – apartado 1 – inciso iv</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	iv) cualquier suspensión o retirada de la medida de protección.
	iv) cualquier suspensión, retirada o revisión de la medida de protección.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>45</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 13 – apartado 2 – parte introductoria</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	2. Tras la recepción del certificado establecido de conformidad con el artículo 5 una vez presentado por la persona protegida, las autoridades competentes del Estado miembro de reconocimiento notificarán de inmediato cuando sea necesario a la persona causante del riesgo y a la persona protegida de conformidad con las normas del Reglamento (CE) nº 1393/2007:
	2. Tras la recepción del certificado establecido de conformidad con el artículo 5, las autoridades competentes del Estado miembro de reconocimiento notificarán de inmediato cuando sea necesario a la persona causante del riesgo y a la persona protegida y, en su caso, a su representante legal, guardián o tutor, en un idioma que comprendan, de conformidad con las normas del Reglamento (CE) nº 1393/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de noviembre de 2007, relativo a la notificación y al traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil («notificación o traslado de documentos»)1:

	
	_______________

	
	1 DO L 324 de 10.12.2007, p. 79.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>46</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 13 – apartado 2 – inciso i bis (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	i bis) si procede, la medida de protección adoptada de conformidad con el artículo 8;


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
La obligación de notificar a la persona causante del riesgo y la persona protegida cualquier información relacionada con la medida de protección deberá incluir la información acerca de la medida adoptada con miras a la adaptación de la medida de protección extranjera desconocida a alguna medida conocida en el marco del Derecho nacional del Estado miembro de reconocimiento.  

</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>47</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 13 – apartado 2 – inciso iv</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	iv) cualquier suspensión o retirada de la medida de protección.
	iv) cualquier denegación de reconocimiento y/o ejecución, suspensión o retirada de la medida de protección.


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Véase la justificación de la enmienda al artículo 13, apartado 2, letra 1 bis).
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>48</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 13 – apartado 2 bis (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	2 bis. Al notificar a la persona causante del riesgo la información contemplada en los apartados 1 y 2, las autoridades competentes del Estado miembro de origen y del Estado miembro de reconocimiento velarán en particular por los intereses de la persona protegida evitando la divulgación de la dirección o de otros datos personales de esta última, salvo cuando esto resulte necesario a efectos de la ejecución de la medida de protección.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>49</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 15</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	Artículo 15
	suprimido

	Transcripción o traducción
	

	Cuando se exija una transcripción o una traducción en virtud del presente Reglamento, dicha transcripción o traducción se hará en la lengua oficial o en una de las lenguas oficiales del Estado miembro de reconocimiento o en cualquier otra lengua que el Estado miembro de reconocimiento haya indicado que puede aceptar. Las traducciones hechas en virtud del presente Reglamento deberán ser efectuadas por personas cualificadas para realizar traducciones en uno de los Estados miembros.
	


(Véase la enmienda al artículo 5, apartado 4.)
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>50</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 16</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	El solicitante que en el Estado miembro de origen hubiere obtenido total o parcialmente asistencia jurídica gratuita o una exención de costas y gastos gozará, en cualquier procedimiento relativo a la ejecutoriedad de la medida de protección, de la asistencia jurídica gratuita más favorable o de la exención de costas y gastos más amplia prevista por el Derecho del Estado miembro de reconocimiento.
	El solicitante que en el Estado miembro de origen hubiere obtenido total o parcialmente asistencia jurídica gratuita o una exención de costas y gastos podrá gozar, en cualquier procedimiento relativo a la ejecutoriedad de la medida de protección, de la asistencia jurídica gratuita o de la exención de costas y gastos más amplia prevista por el Derecho del Estado miembro de reconocimiento, según decida dicho Estado miembro.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>51</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 19 bis (nuevo)</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	
	Artículo 19 bis

	
	Recogida de datos

	
	Con el fin de facilitar la evaluación de la aplicación del presente Reglamento, los Estados miembros comunicarán a la Comisión Europea datos pertinentes sobre la aplicación de los procedimientos nacionales relativos a la expedición de certificados contemplada en el artículo 5 y la transmisión de los mismos entre autoridades competentes. Dichos datos incluirán, como mínimo, informaciones en relación con el número de medidas de protección y certificados solicitados, expedidos y/o reconocidos y en relación con el número de certificados denegados, suspendidos y/o retirados, exponiendo asimismo las razones de dicho rechazo y/o retirada, teniendo debidamente en cuenta los principios fundamentales de protección de la intimidad y de los datos personales.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>52</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 20</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	A más tardar [cinco años después de la fecha de aplicación fijada en el artículo 23], la Comisión dirigirá un informe al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social sobre la aplicación del presente Reglamento. En caso necesario el informe irá acompañado de propuestas de adaptación.
	A más tardar [cuatro años después de la fecha de aplicación fijada en el artículo 23], la Comisión dirigirá un informe al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social sobre la aplicación del presente Reglamento y sobre la interacción entre el presente Reglamento y la Directiva 2011/99/UE. En caso necesario el informe irá acompañado de propuestas de adaptación.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>53</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 21 – párrafo 1</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	En el marco de la Red Judicial Europea en materia civil y mercantil creada por la Decisión 2001/470/CE del Consejo, los Estados miembros suministrarán una descripción de las normas y los procedimientos nacionales relativos a las medidas de protección, en la que figuren las autoridades competentes del reconocimiento y/o de la ejecución para su puesta a disposición del público.
	En el marco de la Red Judicial Europea en materia civil y mercantil creada por la Decisión 2001/470/CE del Consejo, los Estados miembros suministrarán una descripción de las normas y los procedimientos nacionales relativos a las medidas de protección, en la que figuren las autoridades competentes del reconocimiento y/o de la ejecución para su puesta a disposición del público. Las informaciones relativas a los casos individuales serán confidenciales.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>54</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Artículo 22 – párrafo 1</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	A más tardar [un año antes de la entrada en vigor del presente Reglamento], los Estados miembros comunicarán a la Comisión
	A más tardar [un año antes de la entrada en vigor del presente Reglamento], cada Estado miembro comunicará a la Comisión

	a) las autoridades competentes en las materias que caen dentro del ámbito del presente Reglamento;
	a) el nombre y los datos de contacto de las autoridades competentes en las materias que caen dentro del ámbito del presente Reglamento;

	b) las lenguas aceptadas para las traducciones del certificado según se indica en el artículo 15.
	b) las lenguas aceptadas para las traducciones del certificado según se indica en el artículo 5, apartado 4.


</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>55</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Anexo I – título</Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	Anexo I
	Anexo


<TitreJust>Justificación</TitreJust>
Esta enmienda obedece a la supresión del Anexo II (véase la enmienda al Anexo II).
</Amend>
<Amend>Enmienda

<NumAm>56</NumAm>
<DocAmend>Propuesta de Reglamento</DocAmend>
<Article>Anexo II </Article>
	

	Texto de la Comisión
	Enmienda

	Anexo II
	Este anexo queda suprimido.


(Véanse las enmiendas al artículo 12.)
</Amend>
</RepeatBlock-Amend>
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